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1 Resumen
En el presente informe se hace un recuento de la  normativa disponible en el ordenamiento jurídico 
costarricense y la normativa intenacional ratificada por Costa Rica para proteger a las personas de 
cualquier tipo de discriminación

2 Normativa

LEY DEL TEATRO NACIONAL1

Artículo 4.-

Serán funciones del Consejo:

i) Autorizar el uso de las instalaciones del Teatro Nacional como sede o sitio de celebración de 
actividades artísticas nacionales, internacionales y protocolarias, sin ningún tipo de discriminación, 
como mecanismo para promover todas las manifestaciones del arte y de la cultura nacionales.

REGLAMENTO PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y EL 
OTORGAMIENTO DE BENEFICIOS DEL INSTITUTO MIXTO DE AYUDA 
SOCIAL2

Artículo 90.- De las prohibiciones para los funcionarios competentes para la recomendación y/o 
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aprobación de beneficios

Se prohíbe al funcionario a que se hace referencia en los artículos 7 y 8 del presente reglamento: 

c) Dar un trato discriminatorio en contra de los beneficiarios por motivos de nacionalidad, género, 
étnicos, credo religioso, político y orientación sexual. 

LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD3

Artículo 3.- Objetivos Los objetivos de la presente ley son:

a)  Servir  como  instrumento  a  las  personas  con  discapacidad  para  que  alcancen  su  máximo 
desarrollo,  su  plena  participación  social,  así  como  el  ejercicio  de  los  derechos  y  deberes 
establecidos en nuestro sistema jurídico. 

b) Garantizar la igualdad de oportunidades para la población costarricense en ámbitos como: salud, 
educación,  trabajo,  vida  familiar,  recreación,  deportes,  cultura  y  todos  los  demás  ámbitos 
establecidos. 

c) Eliminar cualquier tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad. 

d) Establecer las bases jurídicas y materiales que le permitan a la sociedad costarricense adoptar 
medidas necesarias para la equiparación de oportunidades y la no discriminación de las personas 
con discapacidad. 

Artículo 4.- Obligaciones del Estado Para cumplir con la presente ley, le corresponde al Estado:

a) Incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad 
de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten; así como 
desarrollar proyectos y acciones diferenciados que tomen en consideración el menor desarrollo 
relativo de las regiones y comunidades del país. 

b) Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público 
sean accesibles para que las personas los usen y disfruten. 

c) Eliminar las acciones y disposiciones que, directa o indirectamente, promueven la discriminación 
o impiden a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios...

Artículo 24.- Actos de discriminación

Se considerarán actos de discriminación el emplear en la selección de personal mecanismos que 
no  estén  adaptados  a  las  condiciones  de  los  aspirantes,  el  exigir  requisitos  adicionales  a  los 
establecidos  para  cualquier  solicitante  y  el  no  emplear,  por  razón  de  su  discapacidad,  a  un 
trabajador idóneo.

También se considerará acto discriminatorio que, en razón de la discapacidad, a una persona se le 
niegue el acceso y la utilización de los recursos productivos.
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Artículo 27.- Obligación del patrono

El patrono deberá proporcionar facilidades para que todas las personas, sin discriminación alguna, 
se capaciten y se superen en el empleo.

Artículo 31.- Acceso

Los servicios de salud deberán ofrecerse, en igualdad de condiciones, a toda persona que los 
requiera. Serán considerados como actos discriminatorios, en razón de la discapacidad, el negarse 
a  prestarlos,  proporcionarlos  de  inferior  calidad  o  no  prestarlos  en  el  centro  de  salud  que  le 
corresponda.

Artículo 55.- Actos discriminatorios

Se considerará acto discriminatorio que, en razón de la discapacidad, se le niegue a una persona 
participar  en  actividades  culturales,  deportivas  y  recreativas  que  promuevan  o  realicen  las 
instituciones públicas o privadas.

Artículo 60.- Medidas institucionales para evitar la discriminación

Los  educadores,  patronos  o  jerarcas  tendrán  la  responsabilidad  de  mantener  condiciones  de 
respeto  en  el  lugar  de  trabajo  o  estudio,  mediante  una  política  interna  que  prevenga  la 
discriminación por razón de una discapacidad, no la promueva y la evite.

Por esta ley, las instituciones públicas y de servicio público están obligadas a elaborar y divulgar 
esa política, la cual deberá comunicarse por escrito a directores, jefes, supervisores,  asesores, 
representantes, educadores, empleados, estudiantes y usuarios de esos organismos.

Para los efectos de esta ley, esas instituciones adoptarán las medidas y sanciones pertinentes en 
sus  reglamentos  internos,  convenios  colectivos,  arreglos  directos,  circulares  y  demás  actos 
administrativos.

LEY SOBRE EL DESARROLLO DE LA COMUNIDAD4

Artículo 24.-

La existencia y el funcionamiento de las Asociaciones se subordinan al exclusivo cumplimiento de 
sus fines. Por lo tanto está absolutamente prohibido:

a) Utilizar la Asociación para fines distintos a los indicados en los estatutos y reglamentos y en 
especial para promover luchas políticas electorales, realizar proselitismo religioso o fomentar la 
discriminación racial;
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Artículo 47.- (*)

La fotografía o la imagen de una persona no puede ser publicada, reproducida, expuesta ni vendida 
en forma alguna si no es con su consentimiento, a menos que la reproducción esté justificada por la 
notoriedad de aquélla, la función pública que desempeñe, las necesidades de justicia o de policía, o 
cuando tal reproducción se relacione con hechos, acontecimientos o ceremonias de interés público 
o que tengan lugar en público. Las imágenes y fotografías con roles estereotipados que refuercen 
actitudes  discriminantes  hacia  sectores  sociales  no  pueden  ser  publicadas,  reproducidas, 
expuestas ni vendidas en forma alguna.

Artículo 48.- (*)

Si la imagen o fotografía de una persona se publica sin su consentimiento y no se encuentra dentro 
de alguno de los casos de excepción previstos en el artículo anterior, aquella puede solicitar al Juez 
como medida cautelar sin recursos, suspender la publicación, exposición o venta de las fotografías 
o de las imágenes, sin perjuicio de lo que resuelva en definitiva. Igual medida podrán solicitar la 
persona directamente afectada, sus representantes o grupos de interés acreditados, en el caso de 
imagen o fotografías que estereotipen actitudes discriminantes.

POLÍTICAS INSTITUCIONALES DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 5

II. Políticas específicas para los servicios médicos asistenciales

...

b) Aplicar el principio de igualdad de oportunidades, vida independiente, participación, diversidad 
cultural y no discriminación, a las y los usuarios de los servicios de salud.

...

IX. Prohibiciones para los funcionarios del INS

a) No podrá negarse la adquisición de un seguro de vida ni una póliza  de atención médica ni 
cualquier otro seguro, basándose exclusivamente en la presencia de una discapacidad, salvo que 
ésta sea una exclusión de orden puramente técnica propia de la actividad aseguradora.

b)  Se prohíbe a los funcionarios establecer  cualquier  tipo de barrera  de acceso o  práctica  de 
discriminación, que imposibiliten a ese sector de la población a acceder a los servicios ofrecidos 
por el Instituto.

c) Se ordena a los Jefes velar por que se mantengan condiciones de respeto en el lugar de trabajo, 
mediante una política interna que prevenga la discriminación por razón de una discapacidad.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COSTA RICA 6

Artículo 33.- (*)

Toda persona  es  igual  ante  la  ley y  no podrá practicarse discriminación  alguna contraria  a  la 
dignidad humana.

Artículo 68.-

No  podrá  hacerse  discriminación  respecto  al  salario,  ventajas  o  condiciones  de  trabajo  entre 
costarricenses y extranjeros, o respecto de algún grupo de trabajadores.

En igualdad de condiciones deberá preferirse al trabajador costarricense.

 

Artículo 95.- (*)

La ley regulará el ejercicio del sufragio de acuerdo con los siguientes principios:

...

8. Garantías para la designación de autoridades y candidatos de los partidos políticos, según los 
principios democráticos y sin discriminación por género.

REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA7

Artículo 73.-

Se considerará un acto de discriminación cuando los mecanismos empleados para este proceso no 
estén adaptados a las condiciones del (la) aspirante, cuando se exijan requisitos adicionales a los 
establecidos para todos los (las) solicitantes o cuando no se emplee a un servidor idóneo en razón 
de su discapacidad.

Artículo 74.-

La  Asamblea  deberá  proporcionar  las  facilidades  necesarias  con  el  fin  de  que  todos  los 
servidores(as), sin discriminación alguna, puedan capacitarse y superarse en el empleo.

Artículo 83.- Deber de imparcialidad.

El servidor  (a) debe ejercer el  cargo sin discriminar,  en cuanto a las formas y condiciones del 
servicio,  a  ninguna  persona  por  razón  de  color,  género,  religión,  nacionalidad,  situaciones 
económicas, ideología o afiliación política.
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LEY DE LA DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA8

Artículo 11.- Organos especiales (*)

Órganos especiales. La Defensoría de los Habitantes de la República contará con una Defensoría 
para la protección de la persona adulta mayor y con los órganos especiales necesarios para el 
cumplimiento de sus atribuciones y competencias. La Defensoría para la protección de la persona 
adulta mayor deberá estar abierta las veinticuatro horas del día, todos los días del año, y será la 
encargada de velar por la no discriminación y la exigencia de trato preferencial para las personas 
adultas mayores en las instituciones del Estado y en la prestación de los servicios públicos, así 
como de cualquier otra situación o queja relativa a este sector de la población.

Los nombramientos y remociones corresponden a la Defensoría de los Habitantes de la República.

REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIOS DEL MINISTERIO DEL AMBIENTE 
Y ENERGÍA9

Artículo 15.- Deber de imparcialidad

El servidor  (a) debe ejercer el  cargo sin discriminar,  en cuanto a las formas y condiciones del 
servicio,  a  ninguna  persona  por  razón  de  raza,  género,  religión,  nacionalidad,  situaciones 
económicas, ideología o afiliación política.

CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA10

Artículo 4º.- Políticas estatales

Será  obligación  general  del  Estado  adoptar  las  medidas  administrativas,  legislativas, 
presupuestarias  y  de  cualquier  índole,  para  garantizar  la  plena  efectividad  de  los  derechos 
fundamentales de las personas menores de edad.

En la formulación y ejecución de políticas, el acceso a los servicios públicos y su prestación se 
mantendrá siempre presente el interés superior de estas personas. Toda acción u omisión contraria 
a este principio constituye un acto discriminatorio que viola los derechos fundamentales de esta 
población.

De conformidad con el régimen de protección especial que la Constitución Política, la Convención 
sobre los Derechos del Niño, este Código y leyes conexas garantizan a las personas menores de 
edad, el Estado no podrá alegar limitaciones presupuestarias para desatender las obligaciones aquí 
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establecidas.

Artículo 41.- Derecho a la atención médica

Las personas menores de edad gozarán de atención médica directa y gratuita por parte del Estado.

Los centros o servicios públicos de prevención y atención de la salud quedarán obligados a prestar, 
en forma inmediata,  el  servicio  que esa población requiera sin discriminación de raza,  género, 
condición  social  ni  nacionalidad.  No  podrá  aducirse  ausencia  de  sus  representantes  legales 
carencia de documentos de identidad, falta de cupo ni otra circunstancia.

Artículo 69.- Prohibición de prácticas discriminatorias

Prohíbese practicar o promover, en los centros educativos, todo tipo de discriminación por género, 
edad,  raza u  origen étnico o  nacional,  condición socioeconómica o  cualquier  otra  que viole  la 
dignidad humana.

Artículo 93.- Prohibición de discriminar a embarazadas y lactantes

Quedará prohibido cesar o discriminar a la adolescente embarazada o lactante, de conformidad con 
lo que dispone el Código de Trabajo.

LEY DE PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD REAL DE LA MUJER11

Artículo 2.-

Los  poderes  e  instituciones  del  Estado  están  obligados  a  velar  porque  la  mujer  no  sufra 
discriminación alguna por razón de su género y que goce de iguales derechos que los hombres, 
cualquiera que sea su estado civil, en toda esfera política, económica, social y cultural, conforme 
con la " Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer ", de 
las Naciones Unidas, ratificada por Costa Rica en la ley No. 6968 del 2 de octubre de 1984.

Artículo 4.-

La Defensoría General de los Derechos Humanos tomará las medidas necesarias y apropiadas 
para garantizar la igualdad de oportunidades en favor de la mujer, con el propósito de eliminar la 
discriminación  de  ella  en  el  ejercicio  de  cargos  públicos,  en  la  administración  centralizada  o 
descentralizada.

Artículo 17.-

Están  prohibidos  en  cualquier  institución  educativa  nacional  todos  los  contenidos,  métodos  o 
instrumentos  pedagógicos  en  que  se  asignen  papeles  en  la  sociedad  a  hombres  y  mujeres 
contrarios a la igualdad social y a la complementariedad de los géneros, o que mantengan una 
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condición subalterna para la mujer.

El Estado fomentará la educación mixta, el concepto de responsabilidad compartida de derechos y 
obligaciones familiares y de solidaridad nacional,  y otros tipos de educación que contribuyan a 
lograr ese objetivo.

Los libros de texto, los programas educativos y los métodos de enseñanza deberán contener los 
valores expuestos en la presente Ley, y contribuir a la eliminación de prácticas discriminatorias en 
razón del género,  así como promover el  estudio de la participación de la mujer a través de la 
historia.

Toda instalación deportiva o recreativa que se construya total o parcialmente, con fondos públicos, 
deberá satisfacer necesidades deportivas y recreativas de mujeres y hombres, en forma equitativa.

Artículo 23.-

La Defensoría  General  de los Derechos Humanos velará,  en general,  por  la  protección de los 
derechos  humanos  de  los  habitantes  del  territorio  nacional  y,  específicamente,  protegerá  los 
derechos de la mujer, del niño y del consumidor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 
de esta Ley.

La Defensoría de la Mujer tendrá las siguientes funciones:

...

e) Intervenir en juicios cuando considere que puede haber discriminación contra la mujer.

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES 12

Artículo 4.- Atribuciones

Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto tendrá las siguientes atribuciones:

...

g)  Brindar  asesoramiento  y  orientación  jurídica  a  todas  instituciones  del  Estado  para  que 
desempeñen sus actividades discriminación entre mujeres y hombres.

h) Vigilar que las disposiciones administrativas no sean discriminatorias y respeten los derechos de 
las mujeres.

...

LEY INTEGRAL PARA LA PERSONA ADULTA MAYOR 13

Artículo 4.- Derechos laborales
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Las personas adultas mayores disfrutarán de los siguientes derechos laborales:

a) Ser seleccionadas para ocupar cualquier puesto, siempre que sus calidades y capacidades las 
califiquen para desempeñarlo. No podrán ser discriminadas por razón de su edad.

Artículo 69.- Reforma de la ley No. 7319

Refórmase el  párrafo  primero  del  artículo  11  de la  Ley  del  Defensor  de  los  Habitantes  de la 
República, No. 7319, de 17 de noviembre de 1992, cuyo texto dirá:

"Artículo 11.- Órganos especiales. La Defensoría de los Habitantes de la República contará con 
una  Defensoría  para  la  protección  de  la  persona  adulta  mayor  y  con  los  órganos  especiales 
necesarios  para  el  cumplimiento  de  sus  atribuciones  y  competencias.  La  Defensoría  para  la 
protección de la persona adulta mayor deberá estar abierta las veinticuatro horas del día, todos los 
días  del  año,  y  será  la  encargada  de  velar  por  la  no  discriminación  y  la  exigencia  de  trato 
preferencial para las personas adultas mayores en las instituciones del Estado y en la prestación de 
los servicios públicos, así como de cualquier otra situación o queja relativa a este sector de la 
población."

Artículo 70.- Adición a la ley No. 7302

Adiciónase un inciso c) al  artículo 4 de la Ley No. 7302, de 8 de julio  de 1992, Creación del 
Régimen  General  de  Pensiones  con  cargo  al  Presupuesto  Nacional,  de  otros  Regímenes 
Especiales y reforma la Ley No. 7092, de 21 de abril de 1988 y sus reformas, Ley del Impuesto 
sobre la Renta. El texto dirá:

"Artículo 4º-

[...]

c) El trabajador que cumpla con los requisitos legales para optar por su jubilación, deberá gozar de 
libertad  para  ejercer  ese  derecho.  Quedan  prohibidas  expresamente  las  intimaciones, 
discriminaciones o cualquier otra forma de presión u hostigamiento para que el trabajador se jubile 
en forma obligatoria por exclusivas razones de edad."

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS14

Artículo 4.-

Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de nacionalidad, raza, sexo, religión, 
filiación, origen o situación migratoria, o cualquier otra forma de discriminación.
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zsCONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO15

Artículo 2 

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en esta Convención y asegurarán su 
aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la 
raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, 
étnico, o social,  la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales. 

2.  Los  Estados  Partes  tomarán  todas  las  medidas  apropiadas  para  asegurar  que  el  niño  sea 
protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, 
las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

DECLARACIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA 
LA MUJER 16

Artículo 1.- 

La discriminación contra la mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de derechos con el hombre, 
es fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana.

Artículo 2.- 

Deberán  adoptarse  todas  las  medidas  apropiadas  a  fin  de  abolir  las  leyes,  costumbres, 
reglamentos y prácticas existentes que constituyan una discriminación en contra de la mujer, y para 
asegurar la protección jurídica adecuada de la igualdad de derechos del hombre y la mujer, en 
particular: 

a) El principio de la igualdad de derechos figurará en las constituciones o será garantizado de otro 
modo por ley; 

b) Los instrumentos internacionales de las Naciones Unidas y de los organismos especializados 
relativos  a  la  eliminación  de  la  discriminación  en  contra  de  la  mujer  se  aceptarán  mediante 
ratificación o adhesión y se aplicarán plenamente tan pronto como sea posible. 

Artículo 3.- 

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para educar a la opinión pública y orientar las 
aspiraciones  nacionales  hacia  la  eliminación  de  los  prejuicios  y  la  abolición  de  las  prácticas 
consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la inferioridad de la 
mujer.
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Artículo 4.- 

Deberán  adoptarse  todas  las  medidas  apropiadas  para  asegurar  a  la  mujer  en  igualdad  de 
condiciones con el hombre y sin discriminación alguna: 

a) El  derecho a votar en todas las elecciones y a ser elegible para formar parte de todos los 
organismos constituidos mediante elecciones públicas; 

b) El derecho a votar en todos los referéndums públicos; 

c) El derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas. 

Estos derechos deberán ser garantizados por la legislación.

Artículo 5.- 

La  mujer  tendrá  los  mismos  derechos  que  el  hombre  en  materia  de  adquisición,  cambio,  o 
conservación  de  una  nacionalidad.  El  matrimonio  con  un  extranjero  no  debe  afectar 
automáticamente la nacionalidad de la mujer, ya sea convirtiéndola en apátrida o imponiéndole la 
nacionalidad de su marido.

Artículo 6.- 

1. Sin perjuicio de la salvaguardia de la unidad y la armonía de la familia, que sigue siendo la 
unidad básica de toda sociedad, deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, especialmente 
medidas legislativas, para que la mujer, casada o no, tenga iguales derechos que el hombre en el 
campo del derecho civil y en particular: 

a) El derecho a adquirir, administrar y heredar bienes y a disfrutar y disponer de ellos, incluyendo 
los adquiridos durante el matrimonio; 

b) La igualdad en la capacidad jurídica y en su ejercicio; 

c) los mismos derechos que el hombre en la legislación sobre circulación de las personas. 

2. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar el principio de la igualdad de 
condición del marido y de la esposa, y en particular: 

a) La mujer tendrá el mismo derecho que el hombre a escoger libremente cónyuge y a contraer 
matrimonio sólo mediante su pleno y libre consentimiento; 

b) La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre durante el matrimonio y a la disolución del 
mismo. En todos los casos el interés de los hijos debe ser la consideración primordial; 

c) El padre y la madre tendrán iguales derechos y deberes en lo tocante a sus hijos. En todos los 
casos el interés de los hijos debe ser la consideración primordial. 

3.  Deberán prohibirse el  matrimonio de niños y los esponsales de las jóvenes antes de haber 
alcanzado la pubertad y deberán adoptarse medidas eficaces, inclusive medidas legislativas, a fin 
de fijar una edad mínima para contraer matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio 
en un registro oficial.
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Artículo 7.- 

Todas  las disposiciones de los  códigos  penales  que constituyan  una discriminación  contra  las 
mujeres serán derogadas.

Artículo 8.- 

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, inclusive medidas legislativas,  para combatir 
todas las formas de trata de mujeres y de explotación de la prostitución de mujeres.

Artículo 9.- 

Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la joven y a la mujer, casada o 
no,  derechos  iguales  a  los  del  hombres  en  materia  de  educación  en  todos  los  niveles,  y  en 
particular: 

a)  Iguales  condiciones  de  acceso  a  toda  clase  de  instituciones  docentes,  incluidas  las 
universidades y las escuelas técnicas y profesionales, e iguales condiciones de estudio en dichas 
instituciones; 

b) La misma selección de programas de estudios, los mismos exámenes, personal docente del 
mismo nivel profesional, y locales y equipo de la misma calidad, ya se trate de establecimientos de 
enseñanza mixta o no; 

c) Iguales oportunidades en la obtención de becas y otras subvenciones de estudio; 

d) Iguales oportunidades de acceso a los programas de educación complementaria, incluidos los 
programas de alfabetización de adultos; 

e) Acceso a material informativo para ayudarla a asegurar la salud y bienestar de la familia.

Artículo 10.- 

1. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, casada o no, los 
mismos derechos que al hombre en la esfera de la vida económica y social, y en particular: 

a) El derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por cualquier otro motivo, a recibir 
formación profesional, trabajar, elegir libremente empleo y profesión, y progresar en la profesión y 
en el empleo; 

b) El derecho a igual remuneración que el hombre y a igualdad de trato con respecto a un trabajo 
de igual valor; 

c) El derecho a vacaciones pagadas, prestaciones de jubilación y medidas que le aseguren contra 
el desempleo, la enfermedad, la vejez o cualquier otro tipo de incapacidad para el trabajo; 

d) El derecho a recibir asignaciones familiares en igualdad de condiciones con el hombre. 

2. A fin de impedir que se discrimine contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y 
garantizar su derecho efectivo al trabajo, deberán adoptarse medidas para evitar su despido en 
caso de matrimonio o maternidad, proporcionarle licencia de maternidad con sueldo pagado y la 
garantía de volver a su empleo anterior, así como para que se le presten los necesarios servicios 
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sociales, incluidos los destinados al cuidado de los niños. 

3. Las medidas que se adopten a fin de proteger a la mujer en determinados tipos de trabajo por 
razones inherentes a su naturaleza física no se considerarán discriminatorias.

Artículo 11.- 

1. El principio de la igualdad de derechos del hombre y la mujer exige que todos los Estados lo 
apliquen en conformidad con los principios de la Carta de las Naciones Unidas y de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. 

2. En consecuencia, se encarece a los gobiernos, las organizaciones no gubernamentales y los 
individuos  que  hagan  cuanto  esté  de  su  parte  para  promover  la  aplicación  de  los  principios 
contenidos en esta Declaración.

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS POLÍTICOS DE LA MUJER17

Artículo I.- 

Las mujeres tendrán derecho a votar en todas las elecciones en igualdad de condiciones con los 
hombres, sin discriminación alguna.

Artículo II.- 

Las  mujeres  serán  elegibles  para  todos  los  organismos  públicos  electivos  establecidos  por  la 
legislación nacional, en condiciones de igualdad con los hombres, sin discriminación alguna.

Artículo III.- 

Las mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas 
establecidas  por  la  legislación  nacional,  en  igualdad  de  condiciones  con  los  hombres,  sin 
discriminación alguna.

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 18

Artículo 1.- Obligación de Respetar los Derechos.

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
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políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social,  posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.

Artículo 17.- Protección a la Familia.

1. La familia  es el  elemento natural  y fundamental  de la sociedad y debe ser protegida por la 
sociedad y el Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si 
tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que 
éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención.

Artículo 24.- Igualdad ante la Ley.

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a 
igual protección de la ley.

Artículo 27.- Suspensión de Garantías.

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o 
seguridad del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo 
estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en 
virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 
obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada 
en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

CONVENCIÓN DE VIENA DE RELACIONES CONSULARES19

Artículo 72.- No discriminación entre los Estados.

1. El Estado receptor no hará discriminación alguna entre los Estados al aplicar las disposiciones 
de la presente Convención.

2. Sin embargo, no se considerará discriminatorio:

a) que el Estado receptor aplique restrictivamente cualquiera de las disposiciones de la presente 
Convención, porque a sus oficinas consulares en el Estado que envía les sean aquellas aplicadas 
de manera restrictiva;

b) que por costumbre o acuerdo, los Estados se concedan recíprocamente un trato más favorables 
que el establecido en las disposiciones de la presente Convención.
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CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD 20

Artículo I.-

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por:

1.- Discapacidad

El término "discapacidad" significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza 
permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la 
vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social.

2.- Discriminación contra las personas con discapacidad 

a)  El  término  "discriminación  contra  las  personas  con  discapacidad"  significa  toda  distinción, 
exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia 
de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto 
o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con 
discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.

b) No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de 
promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre 
que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con 
discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o 
preferencia.  En  los  casos  en  que  la  legislación  interna  prevea  la  figura  de  la  declaratoria  de 
interdicción,  cuando  sea  necesaria  y  apropiada  para  su  bienestar,  ésta  no  constituirá 
discriminación.

Artículo II.-

Los objetivos de la presente Convención son la prevención y eliminación de todas las formas de 
discriminación  contra  las  personas  con  discapacidad  y  propiciar  su  plena  integración  en  la 
sociedad.

Artículo III.-

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se comprometen a:

1.- Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, 
necesarias para eliminar  la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su 
plena integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a continuación, sin que la lista sea 
taxativa:
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a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de 
las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, 
servicios,  instalaciones,  programas  y  actividades,  tales  como  el  empleo,  el  transporte,  las 
comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los 
servicios policiales, y las actividades políticas y de administración;

b) Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se construyan o fabriquen en sus 
territorios respectivos faciliten el transporte, la comunicación y el acceso para las personas con 
discapacidad;

c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos arquitectónicos, de transporte y 
comunicaciones que existan, con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las personas con 
discapacidad; y

d) Medidas para asegurar que las personas encargadas de aplicar la presente Convención y la 
legislación interna sobre esta materia, estén capacitadas para hacerlo.

2.- Trabajar prioritariamente en las siguientes áreas:

a) La prevención de todas las formas de discapacidad prevenibles;

b)  La  detección  temprana  e  intervención,  tratamiento,  rehabilitación,  educación,  formación 
ocupacional y el suministro de servicios globales para asegurar un nivel óptimo de independencia y 
de calidad de vida para las personas con discapacidad; y

c) La sensibilización de la población, a través de campañas de educación encaminadas a eliminar 
prejuicios,  estereotipos y  otras actitudes que atentan contra  el  derecho de las personas a  ser 
iguales, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia con las personas con discapacidad.

Artículo IV.-

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se comprometen a:

1.- Cooperar entre sí para contribuir a prevenir y eliminar la discriminación contra las personas con 
discapacidad.

2.- Colaborar de manera efectiva en:

a) la investigación científica y tecnológica relacionada con la prevención de las discapacidades, el 
tratamiento, la rehabilitación e integración a la sociedad de las personas con discapacidad; y

b) el desarrollo de medios y recursos diseñado para facilitar o promover la vida independiente, 
autosuficiencia e integración total, en condiciones de igualdad, a la sociedad de las personas con 
discapacidad.

Artículo V.-

1.-  Los  Estados  parte  promoverán,  en  la  medida  en  que  sea  compatible  con  sus  respectivas 
legislaciones nacionales,  la participación de representantes de organizaciones de personas con 
discapacidad, organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo o, si no existieren 
dichas organizaciones, personas con discapacidad, en la elaboración, ejecución y evaluación de 
medidas y políticas para aplicar la presente Convención.

2.- Los Estados parte crearán canales de comunicación eficaces que permitan difundir entre las 
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organizaciones públicas y privadas que trabajan con las personas con discapacidad los avances 
normativos y jurídicos que se logren para la eliminación de la discriminación contra las personas 
con discapacidad.

Artículo VI.-

1.- Para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la presente Convención se establecerá 
un Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad, integrado por un representante designado por cada Estado parte.

2.- El Comité celebrará su primera reunión dentro de los 90 días siguientes al depósito del décimo 
primer instrumento de ratificación. Esta reunión será convocada por la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos y la misma se celebrará en su sede, a menos que un 
Estado parte ofrezca la sede.

3.- Los Estados parte se comprometen en la primera reunión a presentar un informe al Secretario 
General de la Organización para que lo transmita al Comité para ser analizado y estudiado. En lo 
sucesivo, los informes se presentarán cada cuatro años.

4.-  Los informes preparados en virtud del  párrafo anterior  deberán incluir  las medidas que los 
Estados miembros hayan adoptado en la aplicación de esta Convención y cualquier progreso que 
hayan realizado los Estados parte en la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las  personas  con  discapacidad.  Los  informes  también  contendrán  cualquier  circunstancia  o 
dificultad que afecte el grado de cumplimiento derivado de la presente Convención.

5.- El Comité será el foro para examinar el progreso registrado en la aplicación de la Convención e 
intercambiar experiencias entre los Estados parte. Los informes que elabore el Comité recogerán el 
debate  e  incluirán  información  sobre  las  medidas  que  los  Estados  parte  hayan  adoptado  en 
aplicación de esta Convención, los progresos que hayan realizado en la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las personas con discapacidad, las circunstancias o dificultades 
que  hayan  tenido  con  la  implementación  de  la  Convención,  así  como  las  conclusiones, 
observaciones y sugerencias generales del Comité para el cumplimiento progresivo de la misma.

6.- El Comité elaborará su reglamento interno y lo aprobará por mayoría absoluta.

7.- El Secretario General brindará al Comité el apoyo que requiera para el cumplimiento de sus 
funciones.

Artículo VII.-

No se interpretará que disposición alguna de la presente Convención restrinja o permita que los 
Estados parte limiten el disfrute de los derechos de las personas con discapacidad reconocidos por 
el  derecho  internacional  consuetudinario  o  los  instrumentos  internacionales  por  los  cuales  un 
Estado parte está obligado.

Artículo VIII.-

1.-  La presente Convención estará abierta a todos los Estados miembros para su firma, en la 
ciudad de Guatemala, Guatemala, el 8 de junio de 1999 y, a partir de esa fecha, permanecerá 
abierta a la firma de todos los Estados en la sede de la Organización de los Estados Americanos 
hasta su entrada en vigor.
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2.- La presente Convención está sujeta a ratificación.

3.- La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día a partir de 
la fecha en que se haya depositado el sexto instrumento de ratificación de un Estado miembro de la 
Organización de los Estados Americanos.

Artículo IX.-

Después de su entrada en vigor, la presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los 
Estados que no la hayan firmado.

Artículo X.-

1.-  Los instrumentos de ratificación y  adhesión se  depositarán  en la  Secretaría  General  de  la 
Organización de los Estados Americanos.

2.- Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de que se haya depositado 
el sexto instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo XI.-

1.-  Cualquier  Estado parte podrá formular propuestas de enmienda a esta Convención.  Dichas 
propuestas serán presentados a la Secretaría General de la OEA para su distribución a los Estados 
parte.

2.- Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que 
dos tercios de los Estados parte hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En 
cuanto  al  resto  de  los  Estados  parte,  entrarán  en  vigor  en  la  fecha  en  que  depositen  sus 
respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo XII.-

Los  Estados  podrán  formular  reservas  a  la  presente  Convención  al  momento  de  ratificarla  o 
adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención y 
versen sobre una o más disposiciones específicas.

Artículo XIII.-
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La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados 
parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de 
depósito  del  instrumento  de  denuncia,  la  Convención  cesará  en  sus  efectos  para  el  Estado 
denunciante, y permanecerá en vigor para los demás Estados parte. Dicha denuncia no eximirá al 
Estado parte de las obligaciones que le impone la presente Convención con respecto a toda acción 
u omisión ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia.

Artículo XIV.-

1.- El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización 
de  los  Estados  Americanos,  la  que  enviará  copia  auténtica  de  su  texto,  para  su  registro  y 
publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas.

2.- La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados 
miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las 
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas 
que hubiesen.

POR COLOMBIA:

FOR COLOMBIA:

PELA COLAMBIA (firma ilegible)

POUR LA COLOMBIE:

POR COSTA RICA:

FOR COSTA RICA: Roberto Rojas 

PELA COSTA RICA:

POUR LE COSTA RICA:

POR EL COMMONWEALTH DE DOMINICA:

FOR THE COMMONWEALTH OF DOMINICA:

PELA COMMONWEALTH DA DOMINICA: (firma ilegible)

POUR LE COMMONWEALTH DE LA DOMINIQUE:"

Artículo  2.-  Para  cumplir  lo  dispuesto  en  los  incisos  3)  y  4)  del  artículo  VI  de  la  presente 
Convención,  le  corresponderá al  Consejo  Nacional  de Rehabilitación y de Educación Especial, 
creado por la Ley N° 5347, del 3 de setiembre de 1973, elaborar el informe de Costa Rica.
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS21

Artículo 4.- Observación general sobre su aplicación 

1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya 
sido  proclamada  oficialmente,  los  Estados  Partes  en  el  presente  Pacto  podrán  adoptar 
disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan 
las  obligaciones  contraídas  en  virtud  de este  Pacto,  siempre  que  tales  disposiciones  no  sean 
incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen 
discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen 
social. 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 22

Artículo 20.- Observación general sobre su aplicación 

1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la 
hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley.

Artículo 24.- Observación general sobre su aplicación 

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección 
que su condición de menor requiere,  tanto por  parte de su familia  como de la sociedad y  del 
Estado. 

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.

Artículo 26.- 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de 
la ley.  A este respecto,  la  ley prohibirá toda discriminación y garantizará  a todas las personas 
protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES23

Artículo 12 - Temas especiales de alcance general 

No discriminación e igualdad de trato 
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18. En virtud de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 y en el artículo 3, el Pacto prohíbe toda 
discriminación en lo referente al acceso a la atención de la salud y los factores determinantes 
básicos de la salud, así como a los medios y derechos para conseguirlo, por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o posición social, situación 
económica, lugar de nacimiento, impedimentos físicos o mentales, estado de salud (incluidos el 
VIH/SIDA), orientación sexual y situación política, social o de otra índole que tengan por objeto o 
por resultado la invalidación o el menoscabo de la igualdad de goce o el ejercicio del derecho a la 
salud. El Comité señala que se pueden aplicar muchas medidas, como las relacionadas con la 
mayoría de las estrategias y los programas destinados a eliminar la discriminación relacionada con 
la  salud,  con  consecuencias  financieras  mínimas  merced  a  la  promulgación,  modificación  o 
revocación  de  leyes  o  a  la  difusión  de  información.  El  Comité  recuerda  el  párrafo  12  de  la 
observación general Nº 3 en el que se afirma que incluso en situaciones de limitaciones graves de 
recursos es preciso proteger a los miembros vulnerables de la sociedad mediante la aprobación de 
programas especiales de relativo bajo costo. 

19.  En cuanto al  derecho a la salud, es preciso hacer hincapié en la igualdad de acceso a la 
atención  de la  salud y  a  los  servicios  de salud.  Los  Estados tienen  la  obligación especial  de 
proporcionar seguro médico y los centros de atención de la salud necesarios a quienes carezcan 
de medios suficientes, y, al garantizar la atención de la salud y proporcionar servicios de salud, 
impedir toda discriminación basada en motivos internacionalmente prohibidos, en especial por lo 
que  respecta  a  las  obligaciones  fundamentales  del  derecho  a  la  salud  (16).  Una  asignación 
inadecuada de recursos para la salud puede dar lugar a una discriminación que tal vez no sea 
manifiesta. Por ejemplo, las inversiones no deben favorecer desproporcionadamente a los servicios 
curativos caros que suelen ser accesibles únicamente a una pequeña fracción privilegiada de la 
población, en detrimento de la atención primaria y preventiva de salud en beneficio de una parte 
mayor de la población. 

La perspectiva de género 

20. El Comité recomienda que los Estados incorporen la perspectiva de género en sus políticas, 
planificación, programas e investigaciones en materia de salud a fin de promover mejor la salud de 
la mujer y el hombre. Un enfoque basado en la perspectiva de género reconoce que los factores 
biológicos y socioculturales ejercen una influencia importante en la salud del hombre y la mujer. La 
desagregación, según el sexo, de los datos socioeconómicos y los datos relativos a la salud es 
indispensable para determinar y subsanar las desigualdades en lo referente a la salud. 

La mujer y el derecho a la salud 

21.  Para  suprimir  la  discriminación  contra  la  mujer  es  preciso  elaborar  y  aplicar  una  amplia 
estrategia nacional con miras a la promoción del derecho a la salud de la mujer a lo largo de toda 
su vida. Esa estrategia debe prever en particular las intervenciones con miras a la prevención y el 
tratamiento  de  las  enfermedades  que  afectan  a  la  mujer,  así  como  políticas  encaminadas  a 
proporcionar a la mujer acceso a una gama completa de atenciones de la salud de alta calidad y al 
alcance de ella, incluidos los servicios en materia sexual y reproductiva. Un objetivo importante 
deberá consistir en la reducción de los riesgos que afectan a la salud de la mujer, en particular la 
reducción de las tasas de mortalidad materna y la protección de la mujer contra la violencia en el 
hogar. El ejercicio del derecho de la mujer a la salud requiere que se supriman todas las barreras 
que  se  oponen  al  acceso  de  la  mujer  a  los  servicios  de  salud,  educación  e  información,  en 
particular en la esfera de la salud sexual y reproductiva. También es importante adoptar medidas 
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preventivas, promocionales y correctivas para proteger a la mujer contra las prácticas y normas 
culturales tradicionales perniciosas que le deniegan sus derechos genésicos. 

Los niños y adolescentes 

22. En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 12 se pone de manifiesto la necesidad de adoptar 
medidas para reducir la mortinatalidad y la mortalidad infantil y promover el sano desarrollo de los 
niños. En los ulteriores instrumentos internacionales de derechos humanos se reconoce que los 
niños y los adolescentes tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y al acceso a 
centros de tratamiento de enfermedades (17). En la Convención sobre los Derechos del Niño se 
exhorta a los Estados a que garanticen el acceso a los servicios esenciales de salud para el niño y 
su familia, incluida la atención anterior y posterior al parto de la madre. La Convención vincula esos 
objetivos con el acceso a la información, respetuosa del niño, sobre prevención y fomento de la 
salud y la prestación de ayuda a las familias y comunidades para poner en práctica esas medidas. 
La aplicación del principio de no discriminación requiere que tanto las niñas como los niños tengan 
igual acceso a una alimentación adecuada, un entorno seguro y servicios de salud física y mental. 
Es preciso adoptar medidas eficaces y apropiadas para dar al traste con las perniciosas prácticas 
tradicionales que afectan a la salud de los niños, en especial de las niñas, entre las que figuran el 
matrimonio precoz, las mutilaciones sexuales femeninas y la alimentación y el cuidado preferentes 
de los niños varones (18). Es preciso dar a los niños con discapacidades la oportunidad de disfrutar 
de una vida satisfactoria y decente y participar en las actividades de su comunidad. 

23. Los Estados Partes deben proporcionar a los adolescentes un entorno seguro y propicio que les 
permita participar en la adopción de decisiones que afectan a su salud, adquirir experiencia, tener 
acceso a la información adecuada, recibir consejos y negociar sobre las cuestiones que afectan a 
su  salud.  El  ejercicio  del  derecho  a  la  salud  de  los  adolescentes  depende  de  una  atención 
respetuosa de la salud de los jóvenes que tiene en cuenta la confidencialidad y la vida privada y 
prevé el establecimiento de servicios adecuados de salud sexual y reproductiva. 

24.  La  consideración  primordial  en  todos  los  programas  y  políticas  con  miras  a  garantizar  el 
derecho a la salud del niño y el adolescente será el interés superior del niño y el adolescente. 

Personas mayores 

25. En lo que se refiere al ejercicio del derecho a la salud de las personas mayores, el Comité, 
conforme a lo dispuesto en los párrafos 34 y 35 de la observación general Nº 6 (1995), reafirma la 
importancia  de un enfoque  integrado de la  salud  que  abarque  la  prevención,  la  curación y  la 
rehabilitación.  Esas medidas deben basarse en reconocimientos periódicos para ambos sexos; 
medidas  de  rehabilitación  física  y  psicológica  destinadas  a  mantener  la  funcionalidad  y  la 
autonomía de las personas mayores;  y la prestación de atenciones y cuidados a los enfermos 
crónicos y en fase terminal, ahorrándoles dolores evitables y permitiéndoles morir con dignidad. 

Personas con discapacidades 

26. El Comité reafirma lo enunciado en el párrafo 34 de su observación general Nº 5, en el que se 
aborda la cuestión de las personas con discapacidades en el contexto del derecho a la salud física 
y mental. Asimismo, el Comité subraya la necesidad de velar por que no sólo el sector de la salud 
pública, sino también los establecimientos privados que proporcionan servicios de salud, cumplan 
el principio de no discriminación en el caso de las personas con discapacidades. 
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Pueblos indígenas 

27. Habida cuenta del derecho y la práctica internacionales que están surgiendo, así como de las 
medidas adoptadas recientemente por los Estados en relación con las poblaciones indígenas (19), 
el Comité estima conveniente identificar los elementos que contribuirían a definir el derecho a la 
salud de los pueblos indígenas, a fin de que los Estados con poblaciones indígenas puedan aplicar 
más adecuadamente las disposiciones contenidas en el artículo 12 del Pacto. El Comité considera 
que los pueblos indígenas tienen derecho a medidas específicas que les permitan mejorar  su 
acceso a los servicios de salud y a las atenciones de la salud. Los servicios de salud deben ser 
apropiados desde el punto de vista cultural, es decir, tener en cuenta los cuidados preventivos, las 
prácticas curativas y las medicinas tradicionales. Los Estados deben proporcionar recursos para 
que los pueblos indígenas establezcan, organicen y controlen esos servicios de suerte que puedan 
disfrutar del más alto nivel posible de salud física y mental. También deberán protegerse las plantas 
medicinales, los animales y los minerales que resultan necesarios para el pleno disfrute de la salud 
de los pueblos indígenas. 

El Comité observa que, en las comunidades indígenas, la salud del individuo se suele vincular con 
la salud de la sociedad en su conjunto y presenta una dimensión colectiva. A este respecto, el 
Comité considera que las actividades relacionadas con el desarrollo que inducen al desplazamiento 
de poblaciones indígenas, contra su voluntad, de sus territorios y entornos tradicionales, con la 
consiguiente pérdida por esas poblaciones de sus recursos alimenticios y la ruptura de su relación 
simbiótica con la tierra, ejercen un efecto perjudicial sobre a salud de esas poblaciones. 

Limitaciones 

28. Los Estados suelen utilizar las cuestiones relacionadas con la salud pública para justificar la 
limitación del ejercicio de otros derechos fundamentales. El Comité desea hacer hincapié en el 
hecho de que la cláusula limitativa -el artículo 4- tiene más bien por objeto proteger los derechos de 
los  particulares,  y  no  permitir  la  imposición  de  limitaciones  por  parte  de  los  Estados.  Por 
consiguiente, un Estado Parte que, por ejemplo, restringe la circulación de personas -o encarcela a 
personas- con enfermedades transmisibles como el VIH/SIDA, no permite que los médicos traten a 
presuntos opositores de un gobierno, o se niega a vacunar a los integrantes de una comunidad 
contra graves enfermedades infecciosas, alegando motivos tales como la seguridad nacional o el 
mantenimiento del orden público, tiene la obligación de justificar esas medidas graves en relación 
con cada uno de los elementos enunciados en el artículo 4. Esas restricciones deberán estar en 
consonancia  con  la  ley,  incluidas  las  normas  internacionales  de  derechos  humanos,  y  ser 
compatibles con la naturaleza de los derechos amparados por el Pacto, en aras de los objetivos 
legítimos perseguidos, y ser estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una 
sociedad democrática. 

29. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, esas limitaciones deberán ser 
proporcionales, es decir, deberán corresponder a la solución menos restrictiva de entre los tipos de 
limitaciones  previstos.  Aun  cuando se  permiten  básicamente  esas  limitaciones  por  motivos  de 
protección de la salud pública, su duración deberá ser limitada y estar sujeta a revisión. 
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II. OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTES 

Obligaciones legales de carácter general 

30. Si bien el Pacto establece la aplicación progresiva y reconoce los obstáculos que representan 
los limitados recursos disponibles, también impone a los Estados Partes diversas obligaciones de 
efecto inmediato. Los Estados Partes tienen obligaciones inmediatas por lo que respecta al derecho 
a la salud, como la garantía de que ese derecho será ejercido sin discriminación alguna (párrafo 2 
del artículo 2) y la obligación de adoptar medidas (párrafo 1 del artículo 2) en aras de la plena 
realización del artículo 12. Esas medidas deberán ser deliberadas y concretas e ir dirigidas a la 
plena realización del derecho a la salud (20). 

31. La realización progresiva del derecho a la salud a lo largo de un determinado período no debe 
interpretarse en el  sentido de que priva  de todo contenido significativo  las obligaciones de los 
Estados Partes. Antes al contrario, la realización progresiva significa que los Estados Partes tienen 
la obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena 
realización del artículo 12 (21). 

32.  Al  igual que en el  caso de los demás derechos enunciados en el  Pacto, existe una fuerte 
presunción de que no son permisibles las medidas regresivas adoptadas en relación con el derecho 
a la salud. Si se adoptan cualesquiera medidas deliberadamente regresivas, corresponde al Estado 
Parte demostrar que se han aplicado tras el  examen más exhaustivo  de todas las alternativas 
posibles y que esas medidas están debidamente justificadas por referencia a la totalidad de los 
derechos enunciados en el  Pacto en relación con la plena utilización de los recursos máximos 
disponibles del Estado Parte (22). 

33. Al igual que todos los derechos humanos, el derecho a la salud impone tres tipos o niveles de 
obligaciones  a  los  Estados  Partes:  la  obligación de respetar,  proteger  y  cumplir.  A  su  vez,  la 
obligación  de  cumplir  comprende  la  obligación  de  facilitar,  proporcionar  y  promover  (23).  La 
obligación de respetar exige que los Estados se abstengan de injerirse directa o indirectamente en 
el disfrute del derecho a la salud. La obligación de proteger requiere que los Estados adopten 
medidas  para impedir  que terceros  interfieran en la  aplicación  de las garantías prevista  en el 
artículo  12.  Por  último,  la  obligación  de  cumplir  requiere  que  los  Estados  adopten  medidas 
apropiadas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar 
plena efectividad al derecho a la salud. 

Obligaciones legales específicas 

34. En particular, los Estados tienen la obligación de respetar el derecho a la salud, en particular 
absteniéndose de denegar o limitar el acceso igual de todas las personas, incluidos, los presos o 
detenidos, los representantes de las minorías, los solicitantes de asilo o los inmigrantes ilegales, a 
los  servicios  de  salud  preventivos,  curativos  y  paliativos;  abstenerse  de  imponer  prácticas 
discriminatorias como política de Estado; y abstenerse de imponer prácticas discriminatorias en 
relación  con  el  estado  de  salud  y  las  necesidades  de  la  mujer.  Además,  las  obligaciones  de 
respetar  incluyen  la  obligación  del  Estado  de  abstenerse  de  prohibir  o  impedir  los  cuidados 
preventivos,  las  prácticas  curativas  y  las  medicinas  tradicionales,  comercializar  medicamentos 
peligrosos  y  aplicar  tratamientos  médicos  coercitivos,  salvo  en  casos  excepcionales  para  el 
tratamiento de enfermedades mentales o la prevención de enfermedades transmisibles y la lucha 
contra ellas. 

Esas excepciones deberán estar sujetas a condiciones específicas y restrictivas, respetando las 
mejores  prácticas  y  las  normas  internacionales  aplicables,  en  particular  los  Principios  de  las 
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Naciones  Unidas  para  la  protección  de  los  enfermos  mentales  y  para  el  mejoramiento  de  la 
atención de la salud mental. (24) Asimismo, los Estados deben abstenerse de limitar el acceso a 
los anticonceptivos u otro medios de mantener la salud sexual y genésica,  censurar,  ocultar o 
desvirtuar intencionalmente la información relacionada con la salud, incluida la educación sexual y 
la información al respecto, así como impedir la participación del pueblo en los asuntos relacionados 
con la salud. Los Estados deben abstenerse asimismo de contaminar ilegalmente la atmósfera, el 
agua y la tierra, por ejemplo mediante los desechos industriales de las instalaciones propiedad del 
Estado,  utilizar  o  ensayar  armas nucleares,  biológicas  o  químicas  si,  como resultado  de  esos 
ensayos, se liberan sustancias nocivas para la salud del ser humano, o limitar el acceso a los 
servicios de salud como medida punitiva, por ejemplo durante conflictos armados, en violación del 
derecho internacional humanitario. 

35. Las obligaciones de proteger incluyen, entre otras, las obligaciones de los Estados de adoptar 
leyes u otras medidas para velar  por el  acceso igual  a la atención de la salud y los servicios 
relacionados con la salud proporcionados por terceros; velar por que la privatización del sector de 
la salud no represente una amenaza para la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de 
los  servicios  de  atención  de  la  salud;  controlar  la  comercialización  de  equipo  médico  y 
medicamentos por terceros, y asegurar que los facultativos y otros profesionales de la salud reúnan 
las condiciones necesarias de educación, experiencia y deontología. Los Estados también tienen la 
obligación de velar por que las prácticas sociales o tradicionales nocivas no afecten al acceso a la 
atención anterior y posterior al parto ni a la planificación de la familia; impedir que terceros induzcan 
a  la  mujer  a  someterse  a  prácticas  tradicionales,  por  ejemplo  a  la  mutilación  de  los  órganos 
genitales  femeninos;  y  de  adoptar  medidas  para  proteger  a  todos  los  grupos  vulnerables  o 
marginados de la sociedad, en particular las mujeres, los niños, los adolescentes y las personas 
mayores, teniendo en cuenta los actos de violencia desde la perspectiva de género. Los Estados 
deben velar asimismo por que terceros no limiten el acceso de las personas a la información y los 
servicios relacionados con la salud. 

36.  La  obligación  de  cumplir  requiere,  en  particular,  que  los  Estados  Partes  reconozcan 
suficientemente  el  derecho  a  la  salud  en  sus  sistemas  políticos  y  ordenamientos  jurídicos 
nacionales, de preferencia mediante la aplicación de leyes, y adopten una política nacional de salud 
acompañada de un plan detallado para el ejercicio del derecho a la salud. Los Estados deben 
garantizar la atención de la salud, en particular estableciendo programas de inmunización contra 
las  principales  enfermedades infecciosas,  y  velar  por  el  acceso  igual  de  todos  a  los  factores 
determinantes  básicos  de  la  salud,  como  alimentos  nutritivos  sanos  y  agua  potable,  servicios 
básicos  de saneamiento  y  vivienda y  condiciones  de  vida  adecuadas.  La infraestructura  de la 
sanidad pública debe proporcionar servicios de salud sexual y genésica, incluida la maternidad 
segura, sobre todo en las zonas rurales. Los Estados tienen que velar por la apropiada formación 
de facultativos  y  demás personal  médico,  la existencia de un número suficiente de hospitales, 
clínicas  y  otros  centros  de  salud,  así  como  por  la  promoción  y  el  apoyo  a  la  creación  de 
instituciones que prestan asesoramiento y servicios de salud mental,  teniendo debidamente en 
cuenta la distribución equitativa a lo largo del país. Otras obligaciones incluyen el establecimiento 
de un sistema de seguro de salud público, privado o mixto que sea asequible a todos, el fomento 
de las investigaciones médicas y la educación en materia de salud, así como la organización de 
campañas  de  información,  en  particular  por  lo  que  se  refiere  al  VIH/SIDA,  la  salud  sexual  y 
genésica, las prácticas tradicionales, la violencia en el hogar, y el uso indebido de alcohol, tabaco, 
estupefacientes y otras sustancias nocivas. Los Estados también tienen la obligación de adoptar 
medidas contra los peligros que para la salud representan la contaminación del medio ambiente y 
las  enfermedades  profesionales,  así  como  también  contra  cualquier  otra  amenaza  que  se 
determine  mediante  datos  epidemiológicos.  Con  tal  fin,  los  Estados  deben  formular  y  aplicar 
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políticas nacionales con miras a reducir y suprimir la contaminación del aire, el agua y el suelo, 
incluida la contaminación causada por metales pesados tales como el  plomo procedente de la 
gasolina.  Asimismo,  los  Estados  Partes  deben  formular,  aplicar  y  revisar  periódicamente  una 
política nacional coherente destinada a reducir  al mínimo los riesgos de accidentes laborales y 
enfermedades profesionales,  así  como formular  una política  nacional  coherente  en materia  de 
seguridad en el empleo y servicios de salud (25). 

37.  La obligación de cumplir  (facilitar)  requiere en particular  que los Estados adopten medidas 
positivas que permitan y ayuden a los particulares y las comunidades disfrutar del derecho a la 
salud. Los Estados Partes también tienen la obligación de cumplir (facilitar) un derecho específico 
enunciado en el Pacto en los casos en que los particulares o los grupos no están en condiciones, 
por razones ajenas a su voluntad, de ejercer por sí mismos ese derecho con ayuda de los medios a 
su disposición. 

La obligación de cumplir (promover) el derecho a la salud requiere que los Estados emprendan 
actividades  para  promover,  mantener  y  restablecer  la  salud  de  la  población.  Entre  esas 
obligaciones figuran las siguientes: i) fomentar el reconocimiento de los factores que contribuyen al 
logro resultados positivos en materia de salud, por ejemplo la realización de investigaciones y el 
suministro de información; ii) velar por que los servicios de salud sean apropiados desde el punto 
de vista cultural y el personal sanitario sea formado de manera que reconozca y responda a las 
necesidades concretas de los grupos vulnerables o marginados; iii) velar por que el Estado cumpla 
sus obligaciones en lo referente a la difusión de información apropiada acerca de la forma de vivir y 
la alimentación sanas, así como acerca de las prácticas tradicionales nocivas y la disponibilidad de 
servicios; iv) apoyar a las personas a adoptar, con conocimiento de causa, decisiones por lo que 
respecta a su salud. 

Obligaciones internacionales 

38. En su observación general Nº 3 el Comité hizo hincapié en la obligación de todos los Estados 
Partes de adoptar  medidas,  tanto  por  separado como mediante  la  asistencia  y  la  cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, para dar plena efectividad a los derechos 
reconocidos en el Pacto, como el derecho a la salud. Habida cuenta de lo dispuesto en el Artículo 
56 de la Carta de las Naciones Unidas, en las disposiciones específicas del Pacto (párrafos 1 y 2 
del artículo 12 y artículos 22 y 23) y en la Declaración sobre atención primaria de la salud, de Alma-
Ata, los Estados Partes deben reconocer el papel fundamental de la cooperación internacional y 
cumplir su compromiso de adoptar medidas conjuntas o individuales para dar plena efectividad al 
derecho a la salud. A este respecto, se remite a los Estados Partes a la Declaración de Alma-Ata, 
que  proclama  que  la  grave  desigualdad  existente  en  el  estado  de  salud  de  la  población, 
especialmente entre los países desarrollados y los país en desarrollo, así como dentro de cada 
país, es política, social y económicamente inaceptable y, por tanto, motivo de preocupación común 
para todos los países (26). 

39. Para cumplir las obligaciones internacionales que han contraído en virtud del artículo 12, los 
Estados Partes tienen que respetar el disfrute del derecho a la salud en otros países e impedir que 
terceros conculquen ese derecho en otros países siempre que puedan ejercer influencia sobre esos 
terceros por medios legales o políticos, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y el 
derecho internacional aplicable. De acuerdo con los recursos de que dispongan, los Estados deben 
facilitar el acceso a los establecicmientos, bienes y recursos de salud esenciales en otros países, 
siempre que sea posible, y prestar la asistencia necesaria cuando corresponda (27). Los Estados 
Partes deben velar por que en los acuerdos internacionales se preste la debida atención al derecho 
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a la salud, y, con tal fin, deben considerar la posibilidad de elaborar nuevos instrumentos legales. 
En  relación  con  la  concertación  de  otros  acuerdos  internacionales,  los  Estados  Partes  deben 
adoptar medida para cerciorarse de que esos instrumentos no afectan adversamente al derecho a 
la salud. Análogamente, los Estados partes tienen la obligación de velar por que sus acciones en 
cuanto miembros de organizaciones internacionales tengan debidamente en cuenta el derecho a la 
salud.  Por  consiguiente,  los  Estados  Partes  que  sean  miembros  de  instituciones  financieras 
internacionales,  sobre  todo del  Fondo Monetario  Internacional,  el  Banco Mundial  y  los  bancos 
regionales de desarrollo,  deben prestar  mayor atención a la protección del  derecho a la salud 
influyendo en las políticas y acuerdos crediticios y las medidas internacionales adoptadas por esas 
instituciones. 

40. De acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas y las resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y de la Asamblea Mundial de la Salud, los Estados Partes tienen la 
obligación individual y solidaria de cooperar en la prestación de ayuda en casos de desastre y de 
asistencia  humanitaria  en  situaciones  de  emergencia,  incluida  la  prestación  asistencia  a  los 
refugiados y los desplazados dentro del país. Cada Estado debe contribuir a esta misión hasta el 
máximo de su capacidad. Al proporcionar ayuda médica internacional y al distribuir y administrar 
recursos tales como el  agua limpia potable,  los alimentos,  los suministros médicos y la  ayuda 
financiera, hay que otorgar prioridad a los grupos más vulnerables o marginados de la población. 
Además, dado que algunas enfermedades son fácilmente transmisibles más allá de las fronteras de 
un Estado, recae en la comunidad internacional la responsabilidad solidaria por solucionar este 
problema.  Los Estados Partes  económicamente  desarrollados  tienen una  responsabilidad  y  un 
interés especiales en ayudar a los Estados en desarrollo más pobres a este respecto. 

41.  Los Estados Partes deben abstenerse en todo momento de imponer embargos o medidas 
análogas que restrinjan el suministro a otro Estado de medicamentos y equipo médico adecuados. 
En ningún momento deberá utilizarse la restricción de esos bienes como medio de ejercer presión 
política o económica. A este respecto, el Comité recuerda su actitud, expuesta en su observación 
general Nº 8, con respecto a la relación existente entre las sanciones económicas y el respeto de 
los derechos económicos, sociales y culturales. 

42. Si bien sólo los Estados son Partes en el Pacto y, por consiguiente, son los que, en definitiva, 
tienen  la  obligación  de  rendir  cuentas  por  cumplimiento  de  éste,  todos  los  integrantes  de  la 
sociedad  -particulares,  incluidos  los  profesionales  de  la  salud,  las  familias,  las  comunidades 
locales, las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, las organizaciones de la 
sociedad civil y el sector de la empresa privada- tienen responsabilidades en cuanto a la realización 
del derecho a la salud. Por consiguiente, los Estados Partes deben crear un clima que facilite el 
cumplimiento de esas responsabilidades. 

Obligaciones básicas 

43. En la observación general Nº 3, el Comité confirma que los Estados Partes tienen la obligación 
fundamental de asegurar como mínimo la satisfacción de niveles esenciales de cada uno de los 
derechos enunciados en el Pacto, incluida la atención primaria básica de la salud. Considerada 
conjuntamente con instrumentos más recientes, como el Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional sobre Población y Desarrollo (28), la Declaración de Alma-Ata ofrece una orientación 
inequívoca en cuanto a las obligaciones básicas dimanantes del artículo 12. Por consiguiente, el 
Comité considera que entre esas obligaciones básicas figuran, como mínimo, las siguientes: 
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a) Garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes y servicios de salud sobre una base no 
discriminatoria, en especial por lo que respecta a los grupos vulnerables o marginados; 

b) Asegurar el acceso a una alimentación esencial mínima que sea nutritiva, adecuada y segura y 
garantice que nadie padezca hambre; 

c) Garantizar el acceso a un hogar, una vivienda y unas condiciones sanitarias básicos, así como a 
un suministro adecuado de agua limpia potable; 

d) Facilitar medicamentos esenciales, según las definiciones periódicas que figuran en el Programa 
de Acción sobre Medicamentos Esenciales de la OMS; 

e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones, bienes y servicios de salud; 

f) Adoptar y aplicar, sobre la base de las pruebas epidemiológicas, una estrategia y un plan de 
acción nacionales de salud pública para hacer frente a las preocupaciones en materia de salud de 
toda la  población;  la  estrategia  y  el  plan de acción deberán ser  elaborados,  y  periódicamente 
revisados,  sobre la base de un proceso participativo  y transparente;  esa estrategia y ese plan 
deberán prever métodos, como el derecho a indicadores y bases de referencia de la salud que 
permitan vigilar estrechamente los progresos realizados; el proceso mediante el cual se concibe la 
estrategia y el plan de acción, así como el contenido de ambos, deberá prestar especial atención a 
todos los grupos vulnerables o marginados. 

44. El Comité confirma asimismo que entre las obligaciones de prioridad comparables figuran las 
siguientes: 

a) Velar por la atención de la salud genésica, materna (prenatal y postnatal) e infantil; 

b) Proporcionar inmunización contra las principales enfermedades infecciosas que tienen lugar en 
la comunidad; 

c) Adoptar medidas para prevenir, tratar y combatir las enfermedades epidémicas y endémicas; 

d) Impartir educación y proporcionar acceso a la información relativa a los principales problemas de 
salud en la comunidad, con inclusión de los métodos para prevenir y combatir esas enfermedades; 

e) Proporcionar capacitación adecuada al personal del sector de la salud, incluida la educación en 
materia de salud y derechos humanos. 

45. Para disipar toda duda, el Comité desea señalar que incumbe especialmente a los Estados 
Partes, así como a otros actores que estén en situación de prestar ayuda, prestar "asistencia y 
cooperación internacionales, en especial económica y técnica" (29), que permita a los países en 
desarrollo cumplir sus obligaciones básicas y otras obligaciones a que se hace referencia en los 
párrafos 43 y 44 supra. 

III. VIOLACIONES

46. Al aplicar el contenido normativo del artículo 12 (parte I) a las obligaciones de los Estados 
Partes  (parte  II),  se  pone  en  marcha  un  proceso  dinámico  que  facilita  la  identificación  de  las 
violaciones  del  derecho  a  la  salud.  En  los  párrafos  que  figuran  a  continuación  se  ilustran  las 
violaciones del artículo 12. 

47. Al determinar qué acciones u omisiones equivalen a una violación del derecho a la salud, es 
importante  establecer  una  distinción  entre  la  incapacidad  de  un  Estado  Parte  de  cumplir  las 
obligaciones que ha contraído en virtud del artículo 12 y la renuencia de dicho Estado a cumplir 
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esas obligaciones. Ello se desprende del párrafo 1 del artículo 12, que se refiere al más alto nivel 
posible de salud, así como del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, en virtud del cual cada Estado 
Parte tiene la obligación de adoptar las medidas necesarias hasta el máximo de los recursos de 
que disponga. 

Un Estado que no esté dispuesto a utilizar el máximo de los recursos de que disponga para dar 
efectividad al derecho a la salud viola las obligaciones que ha contraído en virtud del artículo 12. Si 
la limitación de recursos imposibilita el pleno cumplimiento por un Estado de las obligaciones que 
ha contraído en virtud del Pacto, dicho Estado tendrá que justificar no obstante que se ha hecho 
todo lo posible por utilizar todos los recursos de que dispone para satisfacer, como cuestión de 
prioridad, las obligaciones señaladas supra. Cabe señalar sin embargo que un Estado Parte no 
puede nunca ni en ninguna circunstancia justificar su incumplimiento de las obligaciones básicas 
enunciadas en el párrafo 43 supra, que son inderogables. 

48. Las violaciones del derecho a la salud pueden producirse mediante la acción directa de los 
Estados o de otras entidades que no estén suficientemente reglamentadas por los Estados. La 
adopción de cualesquiera medidas regresivas que sean incompatibles con las obligaciones básicas 
en lo referente al derecho a la salud, a que se hace referencia en el párrafo 43 supra, constituye 
una violación del derecho a la salud. Entre las violaciones resultantes de actos de comisión figura la 
revocación o suspensión formal de la legislación necesaria para el continuo disfrute del derecho a 
la  salud,  o  la  promulgación  de  legislación  o  adopción  de  políticas  que  sean  manifiestamente 
incompatibles con las preexistentes obligaciones legales nacionales o internacionales relativas al 
derecho a la salud. 

49.  Los  Estados  también  pueden  conculcar  el  derecho  a  la  salud  al  no  adoptar  las  medidas 
necesarias dimanantes de las obligaciones legales.  Entre  las violaciones por actos de omisión 
figuran el no adoptar medidas apropiadas para dar plena efectividad al derecho universal a disfrutar 
del más alto nivel posible de salud física y mental, el no contar con una política nacional sobre la 
seguridad y la salud en el empleo o servicios de salud en el empleo, y el no hacer cumplir las leyes 
pertinentes. 

Violaciones de las obligaciones de respetar 

50.  Las violaciones de las obligaciones de respetar  son las acciones,  políticas  o leyes de los 
Estados  que  contravienen  las  normas  establecidas  en  el  artículo  12  del  Pacto  y  que  son 
susceptibles  de  producir  lesiones  corporales,  una  morbosidad  innecesaria  y  una  mortalidad 
evitable. Como ejemplos de ello cabe mencionar la denegación de acceso a los establecimientos, 
bienes y servicios de salud a determinadas personas o grupos de personas como resultado de la 
discriminación de iure o de facto; la ocultación o tergiversación deliberadas de la información que 
reviste importancia fundamental para la protección de la salud o para el tratamiento; la suspensión 
de la legislación o la promulgación de leyes o adopción de políticas que afectan desfavorablemente 
al disfrute de cualquiera de los componentes del derecho a la salud; y el hecho de que el Estado no 
tenga en cuenta sus obligaciones legales con respecto al derecho a la salud al concertar acuerdos 
bilaterales o multilaterales con otros Estados,  organizaciones internacionales u otras entidades, 
como, por ejemplo, las empresas multinacionales. 

Violaciones de las obligaciones de proteger 

51. Las violaciones de las obligaciones de proteger dimanan del hecho de que un Estado no adopte 
todas las medidas necesarias para proteger, dentro de su jurisdicción, a las personas contra las 
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violaciones del derecho a la salud por terceros. Figuran en esta categoría omisiones tales como la 
no regulación de las actividades de particulares, grupos o empresas con objeto de impedir que 
esos particulares, grupos o empresas violen el derecho a la salud de los demás; la no protección de 
los consumidores y los trabajadores contra las prácticas perjudiciales para la salud, como ocurre en 
el  caso de algunos empleadores y fabricantes de medicamentos o alimentos;  el  no disuadir  la 
producción,  la  comercialización  y  el  consumo  de  tabaco,  estupefacientes  y  otras  sustancias 
nocivas; el no proteger a las mujeres contra la violencia, y el no procesar a los autores de la misma; 
el no disuadir la observancia continua de prácticas médicas o culturales tradicionales perjudiciales; 
y el no promulgar o hacer cumplir las leyes a fin de impedir la contaminación del agua, el aire y el 
suelo por las industrias extractivas y manufactureras. 

Violaciones de la obligación de cumplir 

52.  Las violaciones de las obligaciones de cumplir  se producen cuando los Estados Partes no 
adoptan todas las medidas necesarias para dar efectividad al derecho a la salud. Cabe citar entre 
ellas  la  no adopción  o  aplicación  de  una  política  nacional  de  salud  con  miras  a  garantizar  el 
derecho a  la  salud de  todos;  los gastos  insuficientes o  la  asignación  inadecuada de recursos 
públicos que impiden el disfrute del derecho a la salud por los particulares o grupos, en particular 
las personas vulnerables o marginadas; la no vigilancia del ejercicio del derecho a la salud en el 
plano  nacional,  por  ejemplo  mediante  la  elaboración  y  aplicación  de  indicadores  y  bases  de 
referencia;  el  hecho  de  no  adoptar  medidas  para  reducir  la  distribución  no  equitativa  de  los 
establecimientos, bienes y servicios de salud; la no adopción de un enfoque de la salud basado en 
la perspectiva de género; y el hecho de no reducir las tasas de mortalidad infantil y materna. 

IV. APLICACIÓN EN EL PLANO NACIONAL 

Legislación marco 

53.  Las  medidas  viables  más  apropiadas  para  el  ejercicio  del  derecho  a  la  salud  variarán 
significativamente de un Estado a otro. Cada Estado tiene un margen de discreción al determinar 
qué medidas son las más convenientes para hacer frente a sus circunstancias específicas.  No 
obstante, el Pacto impone claramente a cada Estado la obligación de adoptar las medidas que 
sean necesarias para que toda persona tenga acceso a los establecimientos, bienes y servicios de 
salud y pueda gozar cuanto antes del más alto nivel posible de salud física y mental. Para ello es 
necesario adoptar una estrategia nacional que permita a todos el disfrute del derecho a la salud, 
basada en los principios de derechos humanos que definan los objetivos  de esa estrategia,  y 
formular  políticas  y  establecer  los  indicadores  y  las  bases  de  referencia  correspondientes  del 
derecho a la salud. La estrategia nacional en materia de salud también deberá tener en cuenta los 
recursos disponibles para alcanzar los objetivos fijados, así como el modo más rentable de utilizar 
esos recursos. 

54. Al formular y ejecutar las estrategias nacionales de salud deberán respetarse, entre otros, los 
principios relativos a la no discriminación y la  participación del  pueblo.  En particular,  un factor 
integrante de toda política, programa o estrategia con miras al cumplimiento de las obligaciones 
gubernamentales en virtud del artículo 12 es el derecho de los particulares y grupos a participar en 
el proceso de adopción de decisiones que puedan afectar a su desarrollo. Para promover la salud, 
la comunidad debe participar efectivamente en la fijación de prioridades, la adopción de decisiones, 
la planificación y la aplicación y evaluación de las estrategias destinadas a mejorar la salud. Sólo 
podrá  asegurarse  la  prestación  efectiva  de  servicios  de  salud  si  los  Estados  garantizan  la 
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participación del pueblo. 

55. La estrategia y el plan de acción nacionales de salud también deben basarse en los principios 
de rendición de cuentas, la transparencia y la independencia del poder judicial, ya que el buen 
gobierno es indispensable para el efectivo ejercicio de todos los derechos humanos, incluido el 
derecho a la salud. A fin de crear un clima propicio al ejercicio de este derecho, los Estados Partes 
deben adoptar las medidas apropiadas para cerciorarse de que, al desarrollar sus actividades, el 
sector de la empresa privada y la sociedad civil conozcan y tengan en cuenta la importancia del 
derecho a la salud. 

56. Los Estados deben considerar la posibilidad de adoptar una ley marco para dar efectividad a su 
derecho a una estrategia nacional de salud. La ley marco debe establecer mecanismos nacionales 
de vigilancia de la aplicación de las estrategias y planes de acción nacionales de salud. Esa ley 
deberá contener disposiciones sobre los objetivos que deban alcanzarse y los plazos necesarios 
para ello; los medios que permitan establecer las cotas de referencia del derecho a la salud; la 
proyectada cooperación con la sociedad civil, incluidos los expertos en salud, el sector privado y las 
organizaciones internacionales; la responsabilidad institucional por la ejecución de la estrategia y el 
plan de acción nacionales del derecho a la salud; y los posibles procedimientos de apelación. Al 
vigilar  el  proceso  conducente  al  ejercicio  del  derecho  a  la  salud,  los  Estados  Partes  deben 
identificar los factores y las dificultades que afectan al cumplimiento de sus obligaciones. 

Indicadores y bases de referencia del derecho a la salud 

57. Las estrategias nacionales de salud deben identificar los pertinentes indicadores y bases de 
referencia del derecho a la salud. El objetivo de los indicadores debe consistir en vigilar, en los 
planos nacional e internacional, las obligaciones asumidas por el Estado Parte en virtud del artículo 
12.  Los  Estados  podrán  obtener  una  orientación  respecto  de  los  indicadores  pertinentes  del 
derecho a la salud -que permitirán abordar los distintos aspectos de ese derecho- de la labor que 
realizan al respecto la OMS y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF). Los 
indicadores del derecho a la salud requieren un desglose basado en los motivos de discriminación 
prohibidos. 

58. Una vez identificados los pertinentes indicadores del derecho a la salud, se pide a los Estados 
Parte que establezcan las bases nacionales de referencia apropiadas respecto de cada indicador. 
En relación con la presentación de informes periódicos, el Comité emprenderá con el Estado Parte 
un  proceso  de  determinación  del  alcance  de  la  aplicación.  Dicho  proceso  entraña  el  examen 
conjunto por el Estado Parte y el Comité de los indicadores y bases de referencia nacionales, lo 
que a su vez permitirá determinar los objetivos que deban alcanzarse durante el próximo período 
de presentación del informe. En los cinco años siguientes, el Estado Parte utilizará esas bases de 
referencia nacionales para vigilar la aplicación del artículo 12. Posteriormente, durante el proceso 
ulterior de presentación de informes, el Estado Parte y el Comité determinarán si se han logrado o 
no esas bases de referencia, así como las razones de las dificultades que hayan podido surgir. 

Recursos y rendición de cuentas 

59. Toda persona o todo grupo que sea víctima de una violación del derecho a la salud deberá 
contar  con  recursos  judiciales  efectivos  u  otros  recursos  apropiados  en  los  planos  nacional  e 
internacional (30). Todas las víctimas de esas violaciones deberán tener derecho a una reparación 
adecuada, que podrá adoptar la forma de restitución, indemnización, satisfacción o garantías de 
que no se repetirán los hechos. Los defensores del pueblo, las comisiones de derechos humanos, 
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los foros de consumidores, las asociaciones en pro de los derechos del paciente o las instituciones 
análogas de cada país deberán ocuparse de las violaciones del derecho a la salud. 

60. La incorporación en el ordenamiento jurídico interno de los instrumentos internacionales en los 
que se reconoce el derecho a la salud puede ampliar considerablemente el alcance y la eficacia de 
las  medidas  correctivas,  por  lo  que  debe  alentarse  en  todos  los  casos  (31).  La  incorporación 
permite que los tribunales juzguen los casos de violaciones del derecho a la salud, o por lo menos 
de sus obligaciones fundamentales, haciendo referencia directa al Pacto. 

61.  Los Estados  Partes  deben alentar  a  los  magistrados  y  demás jurisconsultos a  que,  en el 
desempeño de sus funciones, presten mayor atención a la violación al derecho a la salud. 

62. Los Estados Partes deben respetar,  proteger, facilitar y promover la labor realizada por los 
defensores de los  derechos humanos y  otros  representantes  de la  sociedad  civil  con miras  a 
ayudar a los grupos vulnerables o marginados a ejercer su derecho a la salud. 

V. OBLIGACIONES DE LOS ACTORES QUE NO SEAN ESTADOS PARTES

63. El papel desempeñado por los organismos y programas de las Naciones Unidas, y en particular 
la función esencial asignada a la OMS para dar efectividad al derecho a la salud en los planos 
internacional,  regional  y  nacional,  tiene especial  importancia,  como también la  tiene la  función 
desempeñada por el UNICEF en lo que respecta al derecho a la salud de los niños. Al formular y 
aplicar sus estrategias nacionales del derecho a la salud, los Estados Partes deben recurrir a la 
cooperación y asistencia técnica de la OMS. Además, al preparar sus informes, los Estados Partes 
deben utilizar la información y los servicios de asesoramiento amplios de la OMS en lo referente a 
la  reunión  de  datos,  el  desglose  de  los  mismos  y  la  elaboración  de  indicadores  y  bases  de 
referencia del derecho a la salud. 

64. Además, es preciso mantener los esfuerzos coordinados para dar efectividad al derecho a la 
salud a fin  de reforzar  la interacción entre todos los actores de que se trata,  en particular los 
diversos componentes de la sociedad civil.  Conforme al o dispuesto en los artículos 22 y 23 del 
Pacto, la OMS, la Organización Internacional del Trabajo, el Programa de las Naciones unidas para 
el Desarrollo, el UNICEF, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, el Banco Mundial, los 
bancos regionales de desarrollo, el Fondo Monetario Internacional,  la Organización Mundial  del 
Comercio  y  otros  órganos  pertinentes  del  sistema  de  las  Naciones  Unidas  deberán  cooperar 
eficazmente con los Estados Partes, aprovechando sus respectivos conocimientos especializados y 
respetando debidamente sus distintos mandatos, para dar efectividad al derecho a la salud en el 
plano nacional. En particular, las instituciones financieras internacionales, especialmente el Banco 
Mundial y el Fondo Monetario Internacional, deberán prestar mayor atención a la protección del 
derecho a la salud en sus políticas de concesión de préstamos, acuerdos crediticios y programas 
de ajuste estructural. Al examinar los informes de los Estados Partes y la capacidad de éstos para 
hacer frente a las obligaciones dimanantes del artículo 12, el Comité examinará las repercusiones 
de  la  asistencia  prestada  por  todos  los  demás  actores.  La  adopción  por  los  organismos 
especializados,  programas  y  órganos  de  las  Naciones  Unidas  de  un  enfoque  basado  en  los 
derechos humanos facilitará considerablemente el ejercicio del derecho a la salud. Al examinar los 
informes de los Estados Partes, el Comité también tendrá en cuenta el papel desempeñado por las 
asociaciones profesionales de la salud y demás organizaciones no gubernamentales en lo referente 
a las obligaciones contraídas por los Estados en virtud del artículo 12. 

65.  El  papel  de  la  OMS,  la  Oficina  del  Alto  Comisionado  de  las  Naciones  Unidas  para  los 
Refugiados, el Comité Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, y el UNICEF, así como 
también por las organizaciones no gubernamentales y las asociaciones médicas nacionales, reviste 
especial importancia en relación con la prestación de socorros en casos de desastre y la ayuda 
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humanitaria en situaciones de emergencia, en particular la asistencia prestada a los refugiados y 
los desplazados dentro del país. En la prestación de ayuda médica internacional y la distribución y 
gestión de recursos tales como el agua potable, los alimentos y los suministros médicos, así como 
de ayuda financiera, debe concederse prioridad a los grupos más vulnerables o marginados de la 
población. 
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CONVENCIÓN DE LA ONU SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER24

Artículo 1.- 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará 
toda  distinción,  exclusión  o  restricción  basada  en  el  sexo  que  tenga  por  objeto  o  resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier 
otra esfera.

Artículo 2.- 

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en 
seguir,  por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: 

a)  Consagrar,  si  aún  no  lo  han  hecho,  en  sus  constituciones  nacionales  y  en  cualquier  otra 
legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros 
medios apropiados la realización práctica de ese principio; 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, 
que prohíban toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los 
del  hombre  y  garantizar,  por  conducto  de  los  tribunales  nacionales  competentes  y  de  otras 
instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación; 

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que 
las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación; 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada 
por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar 
leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; 

g)  Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la 
mujer.

Artículo 3.- 

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, 
económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar 
el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 4.- 
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1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a 
acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la 
forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento  de  normas  desiguales  o  separadas;  estas  medidas  cesarán  cuando  se  hayan 
alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la presente 
Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria.

Artículo 5.- 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar 
la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén 
basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres; 

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como 
función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a 
la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá 
la consideración primordial en todos los casos.

Artículo 6.- 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para 
suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.

Artículo 7.- 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad 
de condiciones con los hombres, el derecho a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos 
cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 

b)  Participar  en la  formulación de las políticas gubernamentales y en la  ejecución de éstas,  y 
ocupar  cargos  públicos  y  ejercer  todas  las  funciones  públicas  en  todos  los  planos 
gubernamentales; 

c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida 
pública y política del país.

Artículo 8.- 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en igualdad 
de condiciones con el  hombre y  sin discriminación alguna, la  oportunidad de representar  a su 
gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales.

Artículo 9.- 
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1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para adquirir, 
cambiar o conservar  su nacionalidad.  Garantizarán,  en particular,  que ni  el  matrimonio  con un 
extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio cambien automáticamente 
la nacionalidad de la esposa, la conviertan en apartida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del 
cónyuge. 

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto a la 
nacionalidad de sus hijos.

Artículo 10.- 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra 
la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y 
en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

a)  Las  mismas  condiciones  de  orientación  en  materia  de  carreras  y  capacitación  profesional, 
acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las 
categorías,  tanto  en  zonas  rurales  como  urbanas;  esta  igualdad  deberá  asegurarse  en  la 
enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los tipos 
de capacitación profesional; 

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente del 
mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad; 

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los 
niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros 
tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación 
de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza; 

d)  Las  mismas  oportunidades  para  la  obtención  de  becas  y  otras  subvenciones  para  cursar 
estudios; 

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, incluidos los 
programas de alfabetización funcional  y  de adultos,  con miras en particular  a  reducir  lo  antes 
posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y mujeres; 

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de programas 
para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente; 

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación física; 

h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la 
familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia.

Artículo 11.- 

1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar  la discriminación 
contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con 
los hombres, los mismos derechos, en particular: 

a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; 

b) El  derecho a las mismas oportunidades de empleo,  inclusive a la aplicación de los mismos 
criterios de selección en cuestiones de empleo; 
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c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el 
empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho a la formación 
profesional  y al  readiestramiento,  incluido el  aprendizaje,  la  formación profesional  superior  y el 
adiestramiento periódico; 

d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un 
trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del 
trabajo; 

e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, 
invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; 

f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la 
salvaguardia de la función de reproducción. 

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y 
asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas 
para: 

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y 
la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; 

b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables 
sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; 

c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres 
combinen  las  obligaciones  para  con  la  familia  con  las  responsabilidades  del  trabajo  y  la 
participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de 
una red de servicios destinados al cuidado de los niños; 

d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se haya 
probado puedan resultar perjudiciales para ella. 

3.  La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo será 
examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, 
derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12.- 

1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar  la discriminación 
contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a 
la planificación de la familia. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la mujer 
servicios  apropiados  en  relación  con  el  embarazo,  el  parto  y  el  período  posterior  al  parto, 
proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada 
durante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13.- 
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Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra 
la  mujer en otras esferas de la vida económica y  social  a fin  de asegurar,  en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: 

a) El derecho a prestaciones familiares; 

b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero; 

c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la 
vida cultural.

Artículo 14

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural 
y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, incluido su 
trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas 
para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas 
rurales. 

2.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar  la discriminación 
contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el 
derecho a: 

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles; 

b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, asesoramiento y 
servicios en materia de planificación de la familia; 

c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 

d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los 
relacionados con la alfabetización funcional,  así  como, entre  otros,  los beneficios de todos los 
servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica; 

e)  Organizar  grupos  de  autoayuda y  cooperativas  a  fin  de  obtener  igualdad  de  acceso  a  las 
oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena; 

f) Participar en todas las actividades comunitarias; g) Obtener acceso a los créditos y préstamos 
agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual 
en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; 

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los 
servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.

Artículo 15.- 

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley. 

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a 
la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. 

En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes 
y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los 
tribunales. 
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3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado con 
efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo. 

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto a la 
legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para elegir su 
residencia y domicilio.

Artículo 16.- 

1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, 
en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

a) El mismo derecho para contraer matrimonio; 

b)  El  mismo  derecho  para  elegir  libremente  cónyuge  y  contraer  matrimonio  sólo  por  su  libre 
albedrío y su pleno consentimiento; 

c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución; 

d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado 
civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la 
consideración primordial; 

e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo 
entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan 
ejercer estos derechos; f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, 
custodia  y  adopción de los hijos,  o  instituciones análogas cuando quiera  que estos conceptos 
existan  en  la  legislación  nacional;  en  todos  los  casos,  los  intereses  de  los  hijos  serán  la 
consideración primordial; 

g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, 
profesión y ocupación; 

h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión, 
administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. 

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán todas 
las  medidas  necesarias,  incluso  de  carácter  legislativo,  para  fijar  una  edad  mínima  para  la 
celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial.

Artículo 17.- 

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Convención, se 
establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denominado en 
adelante  el  Comité)  compuesto,  en  el  momento  de  la  entrada  en  vigor  de la  Convención,  de 
dieciocho  y,  después  de  su  ratificación  o  adhesión  por  el  trigésimo  quinto  Estado  Parte,  de 
veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. 
Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones 
a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de 
las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista de personas designadas 
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por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus 
propios nacionales. 

3.  La elección inicial  se  celebrará seis  meses después de la fecha de entrada en vigor  de la 
presente  Convención.  Al  menos tres meses antes de la  fecha de cada elección,  el  Secretario 
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus 
candidaturas en  un plazo  de dos meses.  El  Secretario  General  preparará una lista  por  orden 
alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las 
han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

4.  Los  miembros  del  Comité  serán  elegidos  en  una  reunión  de  los  Estados  Partes  que  será 
convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta 
reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos 
para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los 
votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de 
los  miembros  elegidos  en  la  primera  elección  expirará  al  cabo  de  dos  años;  inmediatamente 
después de la primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos 
nueve miembros. 

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad con lo 
dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo quinto Estado 
Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros 
adicionales  elegidos  en  esta  ocasión,  cuyos  nombres  designará  por  sorteo  el  Presidente  del 
Comité, expirará al cabo de dos años. 

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus funciones 
como  miembro  del  Comité  designará  entre  sus  nacionales  a  otro  experto  a  reserva  de  la 
aprobación del Comité. 

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán emolumentos 
de los fondos de las Naciones Unidas en la  forma y condiciones que la Asamblea determine, 
teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 

9.  El  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas  proporcionará  el  personal  y  los  servicios 
necesarios  para  el  desempeño  eficaz  de  las  funciones  del  Comité  en  virtud  de  la  presente 
Convención.

Artículo 18.- 

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones Unidas, 
para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas 
o  de  otra  índole  que  hayan  adoptado  para  hacer  efectivas  las  disposiciones  de  la  presente 
Convención y sobre los progresos realizados en este sentido: 

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se 
trate; 

b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite. 

2.  Se  podrán  indicar  en  los  informes  los  factores  y  las  dificultades  que  afecten  al  grado  de 
cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.
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Artículo 19.- 

1. El Comité aprobará su propio reglamento. 

2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

Artículo 20.- 

1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos semanas 
para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 de la presente 
Convención. 

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en 
cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21.- 

1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la Asamblea 
General  de  las  Naciones  Unidas  sobre  sus  actividades  y  podrá  hacer  sugerencias  y 
recomendaciones  de  carácter  general  basadas  en  el  examen  de  los  informes  y  de  los  datos 
transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se 
incluirán en el  informe del  Comité junto con las observaciones,  si  las  hubiere,  de los Estados 
Partes. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la Comisión 
de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información.

Artículo 22.- 

Los  organismos  especializados  tendrán  derecho  a  estar  representados  en  el  examen  de  la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de las 
actividades.  El  Comité podrá invitar  a los organismos especializados a que presenten informes 
sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

Artículo 23.- 

Nada  de  lo  dispuesto  en  la  presente  Convención  afectará  a  disposición  alguna  que  sea  más 
conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de: 

a) La legislación de un Estado Parte; o 

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado.

Artículo 24.- 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito nacional 
para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente Convención.
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Artículo 25.- 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente Convención. 

3.  La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de  ratificación  se 
depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se 
efectuará  depositando  un  instrumento  de  adhesión  en  poder  del  Secretario  General  de  las 
Naciones Unidas.

Artículo 26.- 

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de revisión 
de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso necesario, 
hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo 27.- 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido 
depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión. 

2.  Para  cada  Estado  que  ratifique  la  Convención  o  se  adhiera  a  ella  después de  haber  sido 
depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el 
trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
de adhesión.

Artículo 28.- 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto 
de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. 

2.  No  se  aceptará  ninguna  reserva  incompatible  con  el  objeto  y  el  propósito  de  la  presente 
Convención. 

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a estos 
efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a todos los 
Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.

Artículo 29.- 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o 
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aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante negociaciones se someterá al 
arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de 
presentación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma 
del  mismo,  cualquiera de las partes podrá someter  la controversia  a la Corte  Internacional de 
Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su 
adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente 
artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte 
que haya formulado esa reserva. 

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente artículo 
podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 30.- 

La  presente  Convención,  cuyos  textos  en  árabe,  chino,  español,  francés,  inglés  y  ruso  son 
igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente Convención

APROBACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL 
TERRORISMO25

Artículo 14.- No discriminación.

Ninguna de las disposiciones de la presente Convención será interpretada como la imposición de 
una obligación de proporcionar asistencia jurídica mutua si el Estado Parte requerido tiene razones 
fundadas para creer que la solicitud ha sido hecha con el fin de enjuiciar o castigar a una persona 
por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opinión política o si el cumplimiento de la 
solicitud causaría un perjuicio a la situación de esa persona por cualquiera de estas razones.
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APROBACIÓN DE LA CONVENCIÓN IBEROAMERICANA DE DERECHOS DE 
LOS JÓVENES26

Artículo 5. Principio de no-discriminación.

El  goce de los derechos y libertades reconocidos a los jóvenes en la presente Convención no 
admite ninguna discriminación fundada en la raza, el color, el origen nacional, la pertenencia a una 
minoría  nacional,  étnica  o  cultural,  el  sexo,  la  orientación  sexual,  la  lengua,  la  religión,  las 
opiniones, la condición social, las aptitudes físicas, o la discapacidad, el lugar donde se vive, los 
recursos económicos o cualquier otra condición o circunstancia personal o social del joven que 
pudiese ser invocada para establecer discriminaciones que afecten la igualdad de derechos y las 
oportunidades al goce de los mismos.

Artículo 14. Derecho a la identidad y personalidad propias.

1.- Todo joven tiene derecho a tener una nacionalidad, a no ser privado de ella y a adquirir otra 
voluntariamente,  y  a  su  propia  identidad,  consistente  en  la  formación  de  su  personalidad,  en 
atención a sus especificidades y características de sexo, nacionalidad, etnia, filiación, orientación 
sexual, creencia y cultura.

2.- Los Estados Parte promoverán el debido respeto a la identidad de los jóvenes y garantizarán su 
libre expresión, velando por la erradicación de situaciones que los discriminen en cualquiera de los 
aspectos concernientes a su identidad.

Artículo 22. Derecho a la educación.

...

6. Los Estados Parte reconocen que el derecho a la educación es opuesto a cualquier forma de 
discriminación  y  se  comprometen  a  garantizar  la  universalización  de  la  educación  básica, 
obligatoria y gratuita, para todos los jóvenes, y específicamente a facilitar y asegurar el acceso y 
permanencia en la educación secundaría. Asimismo los Estados Parte se comprometen a estimular 
el acceso a la educación superior, adoptando las medias políticas y legislativas necesarias para 
ello.

Artículo 27. Derecho a las condiciones de trabajo.

...

6. Los Estados Parte se comprometen a adoptar las medidas políticas y legislativas necesarias 
para suprimir todas las formas de discriminación contra la mujer joven en el ámbito laboral.

Artículo 29. Derecho a la formación profesional.

1. Los jóvenes tienen derecho al acceso no discriminatorio a la formación profesional y técnica 
inicial, continua, pertinente y de calidad, que permita su incorporación al trabajo.

2.  Los  Estados  Parte  adoptarán  todas  las  medidas  necesarias  para  garantizar  el  acceso  no 
discriminatorio  a  la  formación  profesional  y  técnica,  formal  y  no  formal,  reconociendo  su 
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cualificación profesional y técnica para favorecer la incorporación de los jóvenes capacitados al 
empleo.

3.  Los  Estados  Parte  se  comprometen  a  impulsar  políticas  públicas  con  su  adecuado 
financiamiento para la capacitación de los jóvenes que sufren de alguna discapacidad con el fin de 
que puedan incorporarse al empleo.

LEY DE JUSTICIA PENAL JUVENIL27

Artículo 11.- Derecho a la igualdad y a no ser discriminados

Durante la investigación policial,  el  trámite del proceso y la ejecución de las sanciones,  se les 
respetará a los menores de edad el derecho a la igualdad ante la ley y a no ser discriminados por 
ningún motivo.

Artículo 138.- Derechos del menor de edad durante la ejecución

Durante la ejecución de las sanciones,  el  menor de edad tendrá,  como mínimo, los siguientes 
derechos:

... b) Derecho a la igualdad ante la ley y a no ser discriminado. 

EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES28

Artículo 47.- Selección del centro educativo.

Para elegir el centro educativo deberán tomarse en cuenta, sobre todo, las aptitudes y capacidades 
de la persona joven para el tipo o la modalidad de educación, así como los requisitos exigidos por 
el centro educativo.

El centro escogido quedará obligado a aceptar a la persona joven como estudiante y a no divulgar 
las  razones por  las  cuales  ella  se encuentra  en  ese  centro.  Por  ningún motivo  podrá  realizar 
diferenciación o discriminación alguna respecto de los demás estudiantes del centro educativo.

LEY DE PENALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES29

Artículo 1.- Fines

La presente Ley tiene como fin proteger los derechos de las víctimas de violencia y sancionar las 
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formas de violencia física, psicológica, sexual y patrimonial contra las mujeres mayores de edad, 
como práctica discriminatoria por razón de género, específicamente en una relación de matrimonio, 
en unión de hecho declarada o no, en cumplimiento de las obligaciones contraídas por el Estado en 
la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, Ley No. 
6968, de 2 de octubre de 1984, así como en la Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer, Ley No. 7499, de 2 de mayo de 1995.

LEY GENERAL SOBRE EL VIH-SIDA30

Artículo 4.- Prohibición de discriminación o trato degradante

Prohíbese toda discriminación contraria a la dignidad humana y cualquier acto estigmatizador o 
segregador en perjuicio de los portadores del VIH-Sida, así como de sus parientes y allegados.

Asimismo, se prohiben las restricciones o medidas coercitivas de los derechos y las libertades de 
las  personas  infectadas  por  el  VIH-Sida,  excepto  los  casos  previstos  en  esta  ley  relativos  a 
comportamientos riesgosos o peligrosos de estas personas.

Salvo las excepciones contenidas en esta ley, a todo portador del VIH-Sida le asiste el derecho de 
que no se interfiera en el desarrollo de sus actividades civiles, familiares, laborales, profesionales, 
educativas, afectivas y sexuales, estas últimas de acuerdo con las respectivas recomendaciones de 
protección.

Artículo 10.- Derechos y condiciones laborales

Queda prohibida toda discriminación laboral contra cualquier trabajador con VIH-Sida. En caso de 
desarrollar alguna enfermedad que le impida continuar con sus actividades habituales, recibirá el 
trato establecido en la legislación laboral vigente.

Ningún patrono, público o privado, nacional o extranjero, podrá, por sí mismo ni  mediante otra 
persona, solicitar dictámenes ni certificaciones médicas a los trabajadores sobre la portación del 
VIH para obtener un puesto laboral o conservarlo.

El empleado no estará obligado a informar a su patrono ni compañeros de trabajo acerca de su 
estado de infección por el VIH. Cuando sea necesario, podrá informarlo a su patrono, quien deberá 
guardar la debida confidencialidad y, en su caso, procurar el cambio en las condiciones de trabajo 
para el mejor desempeño de las funciones, según criterio médico.

Artículo 11.- Derechos en los centros de enseñanza

Ningún centro educativo, público ni privado, podrá solicitar pruebas ni dictámenes médicos sobre la 
portación  del  VIH  como  requisito  de  ingreso  o  permanencia.  Ningún  estudiante  podrá  ser 
discriminado, excluido ni expulsado por ser portador del VIH o estar enfermo de Sida; tampoco 
cuando alguno de sus familiares o allegados resulte infectado.
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Artículo 38.- Prohibición del aislamiento

Prohíbese la segregación, el aislamiento y las restricciones a las actividades laborales, deportivas, 
recreativas y de cualquier otra índole, en perjuicio de las personas privadas de libertad e infectadas 
por el VIH.

Solamente se exceptúan de lo estipulado en el párrafo anterior, los siguientes supuestos:

a) Cuando la convivencia con otras personas privadas de libertad arriesgue la salud del paciente, 
siempre que medie el consentimiento del afectado.

b) Cuando la persona privada de libertad haya sido amenazada por actos de abuso físico o sexual 
por  parte  de  otros  presos,  o  cuando  estos  la  traten  de  manera  discriminatoria  o  degradante, 
siempre que medie el consentimiento del afectado.

c) Cuando se trate de una persona privada de libertad que deliberadamente intente infectar con el 
VIH a otros sujetos, se le aplicará una medida de aislamiento, sin perjuicio de aplicar otro tipo de 
medidas cautelares.

Artículo 48.- Discriminación

Quien aplique, disponga o practique medidas discriminatorias por raza, nacionalidad, género, edad, 
opción política, religiosa o sexual, posición social, situación económica, estado civil  o por algún 
padecimiento de salud o enfermedad, será sancionado con pena de veinte a sesenta días multa.

El juez podrá imponer, además, la pena de inhabilitación que corresponda, de quince a sesenta 
días.
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